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Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. Está probado en el plenario que con motivo del recurso de reposición interpuesto por la actora, mediante Resolución No. 010989 del 29 de agosto de 2017, el Subdirector General de la Policía Nacional confirmó la No. 00424 del 22 de marzo de 2017, por medio de la cual le reconoció y ordenó el pago de $26.551.584 por concepto de compensación por muerte del auxiliar de policía Mauricio Duque Arenas y negó la concesión de la pensión de sobrevivientes. Además dispuso “tramitar los antecedentes prestacionales ante el despacho del señor Director General de la Policía Nacional, teniendo en cuenta que la recurrente solicitó subsidiariamente el recurso de apelación”. Del contenido de tal acto es conocedora la actora, quien autorizó fuera incorporado al proceso. De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre cinco (5) dos mil diecisiete (2017) 


Acta No. 461 del 5 de septiembre de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00990-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Dora Lilia Duque Arenas contra el Director de la Policía Nacional, a la que fueron vinculados el Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira, el encargado del Área de Prestaciones Sociales de la Dirección General, el Director de la Caja de Sueldos de Retiro -CASUR-, el Subdirector General y el Secretario General de la Policía Nacional. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El pasado 6 de abril interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación contra la Resolución No. 00424 del 22 de marzo de este año, por medio de la cual se reconoció la compensación por muerte y se negó la pensión de sobreviviente, con motivo del fallecimiento de su hijo Mauricio Duque Arenas. 
1.2 La entidad se pronunció para informarle que el trámite se encontraba en etapa de análisis, pero hasta la fecha no ha obtenido respuesta de fondo alguna.
1.3 Explicó que la demandada le negó en primera instancia la citada pensión de sobreviviente porque la muerte de su hijo fue calificada como de “simple actividad” con sustento en que “andaba de civil y que no estaba en horario laboral”, circunstancias que, dice, son falsas ya que en la mañana del 18 de julio de 2016 prestó sus servicios como auxiliar bachiller en el hotel Movich; luego del receso del medio día, fue citado a formar nuevamente a las 17 horas en el parque El Oso y a las 16:30 horas, en el trayecto hacia ese lugar, fue cuando se presentó el accidente de tránsito que acabó con su vida. Es decir, que para ese momento se encontraba en horario laboral, se desplazada en obedecimiento de una orden de su superior y llevaba puesto su uniforme debajo de su overol negro. 
2. Considera lesionado el derecho de petición y para su protección, solicita: a) se revise su caso ya que es una mujer sola, que dependía económicamente de su hijo y que quiere conocer si es verdad que no puede acceder a la citada prestación vitalicia “ya que lo que me dicen no concuerdan (sic) con los hechos” y b) se ordene a la Policía Nacional suministrar respuesta de fondo, clara, congruente y precisa a lo solicitado en relación con el pago de la indemnización por muerte de su hijo y si puede recibir la respectiva pensión.  
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 23 de agosto se admitió la acción, se vinculó al Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira, al encargado del Área de Prestaciones Sociales de la Dirección General de la Policía Nacional y al Director de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -CASUR- y se decretaron pruebas de oficio. Con posterioridad se ordenó vincular al Subdirector General y al Secretario General de la Policía Nacional.
2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Jefe de Asuntos Jurídicos de la Policía Metropolitana de Pereira informó que ese Comando decidió calificar la muerte del auxiliar bachiller Mauricio Duque Arenas como “simple actividad”, de conformidad con el artículo 8º del Decreto 2728 de 1968. Surtido este trámite, el 8 de agosto de 2016, se remitió el informe administrativo prestacional No. 052-2016 a la Secretaría General de la Policía Nacional y de conformidad con el mismo se profirió la Resolución No. 00424 la Dirección General de la Policía Nacional, frente a la cual la parte actora interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Por tanto, es al nivel central al que corresponde confirmar o modificar esa decisión.

2.2 La Jefe del Área de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional dijo que el acto administrativo por medio del cual se resuelve sobre el recurso de reposición formulado por la actora contra la Resolución No. 00424 ya fue elaborado y se encuentra en revisión por parte del Subdirector General de la Policía Nacional; es decir, que se actuó de conformidad con las normas y la jurisprudencia relativa a los términos para adoptar ese tipo de decisiones. Luego de firmado ese acto administrativo será notificado a la accionante y con posterioridad, el Director General de la Policía tramitará el recurso de apelación.
Solicitó se declare improcedente el amparo, o en su defecto se decrete que en este caso no existe vulneración de derecho alguno.
Con posterioridad informó que mediante resolución No. 01098 del 29 de agosto de 2017 se resolvió sobre el recurso de reposición interpuesto por la actora y se dispuso tramitar la “apelación ante el despacho del señor Director General”. Tal decisión fue remitida al correo electrónico de la accionante.  
2.3 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía la desvinculación de la entidad que representa en razón a que su competencia se limita a reconocer y pagar las asignaciones de retiro del personal de la Policía que adquiera ese derecho, circunstancia esta última, que no se presenta en el caso bajo estudio. 
2.4 El Subdirector General de la Policía Nacional refirió que al tratarse de un asunto relacionado con el reconocimiento de prestaciones sociales, se procedió a dar traslado por competencia a la Secretaría General para que suministre la respuesta del caso. 
3. El funcionario demandado y el Secretario General de la Policía Nacional guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 
Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.
2. Corresponde a esta Sala determinar si por acción u omisión la entidad demandada o los vinculados lesionaron  el derecho cuyo amparo solicita la actora; además, si en este caso se presentó el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado.
3. Está probado en el plenario que con motivo del recurso de reposición interpuesto por la actora, mediante Resolución No. 010989 del 29 de agosto de 2017, el Subdirector General de la Policía Nacional confirmó la No. 00424 del 22 de marzo de 2017, por medio de la cual le reconoció y ordenó el pago de $26.551.584 por concepto de compensación por muerte del auxiliar de policía Mauricio Duque Arenas y negó la concesión de la pensión de sobrevivientes. Además dispuso “tramitar los antecedentes prestacionales ante el despacho del señor Director General de la Policía Nacional, teniendo en cuenta que la recurrente solicitó subsidiariamente el recurso de apelación”
.

Del contenido de tal acto es conocedora la actora, quien autorizó fuera incorporado al proceso
.
4. De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
5. En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto por hecho superado en relación con el trámite que le correspondía adelantar al Subdirector General de la Policía Nacional.

6. Para resolver lo relativo al recurso de apelación subsidiariamente interpuesto y sobre las otras pretensiones de la demanda dirigidas a que se revise el caso y se decida si ella tiene derecho o no a la pensión de sobrevivientes con ocasión al fallecimiento de su hijo, basta indicar que de conformidad con las pruebas aportadas, el trámite de la segunda instancia contra el acto administrativo en el que encuentra la demandante lesionados sus derechos, apenas inició con la concesión del citado medio de impugnación por medio de la Resolución No. 01098 de 29 de agosto de 2017, es decir que en este momento aún no se ha adoptado una decisión definitiva sobre el asunto, ni se puede mandar hacerlo al Director General de la Policía, a quien ello corresponde, pues para la fecha en que se promovió el amparo ninguna responsabilidad sobre ese trámite administrativo se le podía endilgar, pues no había recibido el expediente respectivo y por tanto no pudo haber incurrido en lesión alguna de derechos.

En conclusión frente a ese funcionario el amparo será negado; igual determinación se adoptará respecto al Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira, el Jefe del Área de Prestaciones Sociales, el Director de la Caja de Sueldos de Retiro y el Secretario General de la Policía Nacional, quienes tampoco han lesionado el derecho de que se trata, pues son aquellos los competentes para resolver el asunto, tal como se infiere de lo acreditado en este trámite.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la carencia actual de objeto por hecho superado en la acción de tutela instaurada por la señora Dora Lilia Duque Arenas contra el Director de la Policía Nacional, a la que fueron vinculados el Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira, el encargado del Área de Prestaciones Sociales de la Dirección General, el Director de la Caja de Sueldos de Retiro -CASUR-, el Secretario General y el Subdirector General de la Policía Nacional, en cuanto a la vulneración del derecho de petición que involucra a este último funcionario y se niegan las demás pretensiones. 
SEGUNDO: Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Folios 41 a 45, cuaderno No. 1


� Folio 50, cuaderno No. 1


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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